ACCIÓN DE TUTELA. PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN:6600122040022005-00026-00

ACCIONANTE: CESAR AUGUSTO LOPEZ LEALN    


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, mayo veintisiete de dos mil cinco 

                                                                       Aprobado por Acta No. 219

                                                                       Hora: 05:40 pm

Procede la Sala a dictar sentencia dentro de la acción de tutela instaurada por medio de apoderado por el ciudadano CESAR AUGUSTO LÓPEZ LEAL, donde figuran como accionados los Juzgados Veintiuno Penal del Circuito de la ciudad de Bogotá y Segundo Penal del Circuito de Pereira.

1.- SOLICITUD 

Manifiesta el abogado del señor CESAR AUGUSTO LÒPEZ LEAL que el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad incurrió en varias vías de hecho en el trámite que finalizó con la sentencia proferida el quince (15) de julio de dos mil dos (2002), originadas en graves defectos orgánicos y procedimentales por la falta de competencia y la manifiesta desviación de las formas propias del proceso penal. Considera vulnerados los derechos fundamentales constitucionales al debido proceso, a la defensa, a la libertad procesal y al acceso a la administración de Justicia.

Los aspectos centrales de su petición, se resumen de la siguiente manera:

- Nulidad por indebida citación de su procurado a partir de la resolución proferida por la Fiscalía 197 Seccional de Bogotá, el dieciocho (18) de abril de mil novecientos noventa y siete, por medio de la cual se ordenó su emplazamiento dentro del proceso 2302. Refiere que no se realizaron las diligencias necesarias previas al emplazamiento del señor LÓPEZ LEAL para que compareciera al proceso a quien el día catorce (14) de mayo de mil novecientos noventa y siete (1997) se le vinculó como persona ausente y se le nombró al abogado ALFONSO JOSE DAZA quien jamás compareció a posesionarse, siendo sustituido por el abogado DANIEL BEJARANO HURTADO. Cita la sentencia C-248/04 que sienta los lineamientos indispensables para llegar al emplazamiento de una persona, los cuales en su criterio fueron ignorados por la Fiscalía 197 Seccional de Bogotá.

- Nulidad por ausencia total de defensa técnica, desde la resolución que profirió la Fiscalía 197 Seccional de Bogotá en julio veinticinco (25) de mil novecientos noventa y siete (1997) mediante la cual se declaró el cierre de la investigación. Señala la actitud pasiva desplegada por el abogado que le fue nombrado de oficio al hoy actor, profesional que a pesar de notificarse personalmente de varias decisiones que puntualiza, no presentó recursos ni alegatos y guardó absoluto silencio, destaca que la única actuación procesal por él adelantada fue notificarse del auto que decretó las pruebas solicitadas por la defensora de otro procesado – LAVERDE – (f 37 vto. Cd 26). 

- Una vez dispuesta la remisión del expediente al Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira tal decisión no fue notificada al defensor y que una vez asumida por tal despacho el conocimiento de la causa, ordenó la evacuación de múltiples testimonios mediante comisión en la ciudad de Bogotá, sin que el señor LÓPEZ LEAL ni su defensor fueran tenidos en cuenta para ejercer el contradictorio, tema en el que considera que para tal despacho sólo existía como acusado LAVERDE VILLAREAL, situación que solamente viene a ser advertida al iniciarse la audiencia pública una vez leída la resolución de acusación cuando el Juez advirtió que eran tres los procesados y no uno (f 228 cd 27).

- Acerca de la actividad desplegada por el Defensor de oficio nombrado una vez la causa se tramitó en la ciudad de Pereira, sostiene que la única actuación fue el alegato presentado en la audiencia pública donde la Fiscalía solicitó la absolución del señor LOPEZ LEAL; no obstante, la sentencia condenatoria no fue impugnada. 

- Nulidad por falta de competencia, desde el auto de julio tres (3) de mil novecientos noventa y ocho (1998) con el que el Juzgado 21 Penal del Circuito dispuso el envío de la causa adelantada en contra de los señores JULIO CESAR LAVERDE VILLAREAL, LIGIA SUSANA MENDONZA y CESAR AUGUSTO LÓPEZ LEAL al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira. Expresa no ser tal despacho competente por razón del factor territorial para conocer del proceso en lo que toca con los señores LIGIA SUSANA MENDOZA y CESAR AUGUSTO LÓPEZ LEAL. Se apoya en este acápite en decisión de la Corte Suprema de Justicia proceso 22599 del veinticinco (25) de agosto de dos mil cuatro (2004). 

2.- Contestación

Los despachos judiciales vinculados guardaron silencio. 

3.- TRÁMITE 

Se realizó inspección judicial al expediente original que reposa en el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, radicado bajo el número 7741.

Se decidió vincular a la acción al Juzgado 21 Penal del Circuito de la ciudad de Bogotá y a la Fiscalía 197 Seccional, infortunadamente sobre este último despacho se informó que ya no existía.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Es indiscutiblemente la acción procesal Constitucional de Tutela mecanismo ágil y eficiente para acudir en defensa de los derechos fundamentales de las personas, cuando estos resulten transgredidos por las autoridades o por particulares (en los casos determinados claramente). 

Hoy por hoy, se ha llegado a concluir que la acción de tutela solo procede contra decisiones judiciales de manera excepcional cuando ellas constituyen verdaderas vías de hecho, eventos en los cuales es dable al Juez en sede de tutela adentrarse en asuntos propios del juez natural, esto es, donde es evidente la arbitrariedad, el capricho o la violación flagrante de las garantías constitucionales, lo que constituye vía de hecho. 

Bajo tal premisa, la labor de la Sala necesariamente debe estar orientada a determinar si en el proceso adelantado inicialmente en Bogotá y luego en esta ciudad, se encuentran las  protuberantes anomalías vulneradoras de prerrogativas fundamentales que han sido plasmadas en el escrito presentado.

Dígase desde ahora que de conformidad con la actuación analizada y en especial de lo que fue debidamente aportado al trámite mediante la inspección judicial practicada al voluminoso expediente objeto de estudio, no se observan esas arbitrariedades denunciadas.

Apartándose del modelo inductivo utilizado para formular los planteamientos de la acción, procederá esta corporación a ocuparse de los puntos planteados, iniciando por aquél más próximo -falta de competencia-, pasando por el derecho de defensa y concluyendo en la vinculación al proceso por medio de la declaratoria de persona ausente del señor CESAR AUGUSTO LÓPEZ LEAL.

El traslado del grueso expediente desde la ciudad de Bogotá hasta esta ciudad tiene un origen perfectamente válido a la luz de las normas procedimentales vigentes para la época en que fue expedido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito el auto interlocutorio No. 105 (veintitrés -23 de junio de mil novecientos noventa y ocho –1998-)
. Mirado con detenimiento el fundamento legal de tal proveído se encuentra que no otra era la solución a tomar por coincidir plenamente la situación concreta con la previsión normativa contenida en el Capítulo VII, ACUMULACIÓN, Libro Primero del decreto 2700 de 1991, Código de Procedimiento Penal.

En efecto, el numeral primero (1º) del artículo 91 dispone: “Procedencia. A partir de la ejecutoria de la resolución de acusación, habrá lugar a la acumulación de procesos en los siguientes casos: 1. Cuando contra una misma persona se estuvieren siguiendo dos o más procesos aunque en estos figuren otros procesados.”
Precisamente se ha destacado con negrilla y subrayado la última parte de la proposición normativa anterior para señalar que contrario a lo manifestado por el profesional del derecho en este trámite, la obligación legal de los despachos accionados era unir las actuaciones surtidas, incluso en lo concerniente con los señores LIGIA SUSANA MENDOZA RODRÍGUEZ y CÉSAR AUGUSTO LÓPEZ LEAL.

Que la competencia radicara en el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, tampoco es obra del capricho o del azar sino simple y llanamente de la aplicación de la disposición correspondiente, no otra que el artículo 96 que regla lo pertinente al asignar el conocimiento cuando se trate de funcionarios con la misma jerarquía  -juzgados penales del circuito – a aquél donde primero se hubiere ejecutoriado la resolución de acusación. Es una realidad evidente que la resolución que calificó el mérito del sumario proferida por la Fiscalía 36 Seccional de Pereira en agosto veintitrés (23) de mil novecientos noventa y siete (1997) al no interponerse contra ella recurso alguno, cobró ejecutoria primero que aquella emitida por la Fiscalía 197 de la Unidad Tercera de Delitos contra la Administración Pública y de Justicia de Bogotá el veintiséis (26) de septiembre de mil novecientos noventa y siete (1997)
.

Se ocupa la Sala en seguida, de analizar lo referente con la forma como el defensor de oficio ejerció su labor en lo pertinente. En este punto, vale la pena advertir que la actuación del abogado no está circunscrita a parámetros matemáticamente definidos; esto significa, en términos simples, que su estrategia puede desarrollarse de forma activa (v.gr. interponiendo recursos, presentando alegatos, etc) o de forma pasiva (guardando silencio cuando considere que de hacer lo contrario podría agravar las condiciones de su prohijado).

En un asunto de tutela de connotaciones similares, esta Sala de Decisión, con ponencia de quien realiza igual labor, refirió: 

Ahora, el no haberse apelado las decisiones interlocutorias y la sentencia condenatoria por parte de la defensa no significa que esté viciada la actuación o que por vía de tutela se pueda analizar de fondo el asunto. Esto último tiene sentido al haberse establecido en la legislación colombiana la posibilidad de recurrir las decisiones judiciales, lo cual contrasta abiertamente con la obligatoriedad que sí caracteriza a otros actos (vg. acudir todos los sujetos procesales a la audiencia pública, estar acompañado el procesado de su defensor en las diligencias, entre otros).   

El comportamiento contumaz del accionante, por demás, impidió hacer más dinámica la controversia probatoria y eso no puede ser ahora argumento para demeritar el trámite de instancia y el fallo de condena mediante la utilización indiscriminada de la acción de tutela. Además, recordemos que la Fiscalía y el Juzgado fueron consecuentes con los mandatos del Código de Procedimiento Penal al notificarle todas las decisiones al abogado defensor y al dirigir comunicaciones a la casa donde residía el incriminado (vg. fls 50 y 74 del cuaderno inspeccionado).
 
La foliatura inspeccionada muestra en verdad que ninguna actividad positiva se desplegó por parte del profesional que veló por los intereses del señor LÓPEZ LEAL durante el desarrollo de la investigación ante la Fiscalía en la capital de la República, pero ello no significa que el actor estuviera desprovisto de una adecuada defensa técnica, en especial porque tal sujeto procesal estuvo pendiente del desarrollo de la actuación de cuyas decisiones en su mayoría se notificó de manera personal lo que de por sí demuestra una actitud de vigilancia y expectativa frente al proceso penal adelantado, sin tener que esperar a las notificaciones supletorias al no realizarse la personal. Si bien es cierto, el primer profesional nombrado para asumir la defensa del actor declinó tal designación, inmediatamente se proveyó otro Defensor de Oficio quien se posesionó del cargo el veintiuno (21) de mayo y se enteró de las providencias dictadas (Fl. 207 Cuaderno 25). Téngase en cuenta que la decisión de la Fiscalía 197 a través de la cual se vincula a LÓPEZ LEAL como PERSONA AUSENTE y le designa profesional del derecho como Defensor de Oficio, fue fechada el catorce (14) de mayo de mil novecientos noventa y siete (1997), es decir, pocos días antes de la posesión de quien finalmente se encargó de la representación judicial.

Si encuentra esta colegiatura que acumulados los expedientes por parte del Juzgado de Pereira se pasó por alto la condición de coprocesados de la señora LIGIA SUSANA MENDOZA RODRÍGUEZ y del señor CÉSAR AUGUSTO LÓPEZ LEAL, asumiéndose probablemente que toda la actuación sólo envolvía a JULIO CESAR LAVERDE VILLAREAL. No obstante, tal comportamiento fue detectado a tiempo y corregido mediante la designación de un abogado Defensor que litigaba en esta ciudad, profesional del derecho que de igual manera estuvo pendiente del trámite e intervino en la Audiencia Pública. Aunque no se ve como normal que tal tipo de falencias ocurran en el desarrollo de la actividad judicial, al ser tal error subsanado oportunamente, asegurando la representación no solo del aquí accionante sino de la otra dama acusada, no tiene entidad tal que incida adversamente sobre el proceso desarrollado o que conduzca a una decisión enervante por parte del juez de tutela.

En lo tocante con la declaratoria de persona ausente en cabeza del señor LÓPEZ LEAL, la misma no tiene reparo desde el punto de vista constitucional y legal toda vez que previa a esa determinación se agotaron medios encaminados a establecer su ubicación y localización. En ese sentido es notorio por ejemplo que el Juzgado 28 de Instrucción Criminal desde los albores de la investigación (1992) procuró su comparecencia para rendir la diligencia de indagatoria, para lo cual se envió primero comunicado al kilómetro 12 de la vía al municipio cundinamarqués de Mesitas del Colegio y posteriormente misión de trabajo al C. T. I. con resultados negativos. Ya en una etapa más estructurada de la averiguación, la Fiscalía 197 Seccional de Bogotá agotó los pasos normativos necesarios para hacer comparecer al sindicado, en su orden: comunicados enviados a la dirección conocida de ubicación del señor LÓPEZ LEAL, orden de captura, emplazamiento y declaratoria de persona ausente con la correspondiente designación de abogado Defensor de Oficio. Todo ello obra de manera clara en el expediente al que se tuvo acceso y dicho sea de paso, llama la atención de la Sala que en el mismo no aparece constancia alguna de haber sido devuelto del correo alguno de los telegramas u citaciones enviadas, tanto en esa fase inicial como en la posterior una vez debidamente vinculado a la investigación, cuando por ejemplo se envían los respectivos comunicados solicitando su presencia para notificarle las decisiones que en el decurso se fueron produciendo.

Por manera que la actuación adelantada, se adecuó a la previsión legal en los casos en que no es posible a pesar de los esfuerzos del aparato judicial, lograr la comparecencia de quien se requiere para que aclare su situación y rinda las explicaciones pertinentes sobre los hechos que se investigan. Ninguna censura por parte del Juez Constitucional  admite lo diligenciado a ese respecto. 

Finalmente, corresponde decir que la no apelación de la sentencia por parte de la Defensa, cuando la Fiscalía había solicitado absolución, podría tenerse como una falla protuberante en el ejercicio defensivo; sin embargo, para el caso concreto es factible presumir que la motivación de la decisión judicial colmó las expectativas, y que las partes no vieron necesario que una segunda instancia revisara la determinación adoptada; prueba de ello, lo constituye el hecho conocido de que la Fiscalía como parte que al unísono pidió absolución, tampoco impugnó la providencia.

En este contexto, la Sala no encuentra vulneración a los derechos fundamentales y por tanto no tiene posibilidad alguna de invalidar lo actuado en la instancia ordinaria. 

Aclarado lo anterior, la Sala advierte que dentro del proceso penal impugnado la valoración probatoria fue certera y la conclusión condenatoria estuvo debidamente sustentada.

Son estos los motivos que obligan a despachar desfavorablemente el amparo impetrado. 
5.- DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

falla

PRIMERO: Se declara IMPROCEDENTE la tutela incoada por el ciudadano CESAR AUGUSTO LÓPEZ LEAL a través de apoderado.

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada, por secretaría remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

   VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala

� Fl. 123 Cuaderno 27.





� Fl 253 Cuaderno 25





� Ha expresado claramente la jurisprudencia: “Para el tema concreto planteado, esto es, la presunta violación al derecho a la defensa, no es suficiente extrañar que el defensor no haya pedido pruebas, o que no hubiera interpuesto recursos, o que no se hubiera notificado personalmente de las decisiones. Es necesario que se demuestre que con esa actitud se dejaron de allegar elementos de juicio fundamentales para la decisión, o que no obstante ser evidente que los intereses del procesado se lesionaron, no hubo una oportuna impugnación.


(...)


la actitud pasiva del defensor no es en si misma indicativa de ninguna irregularidad, pues como lo ha reiterado la jurisprudencia, hay casos, y este podía ser uno de ellos, en donde la mejor defensa es dejar que el Estado asuma toda la carga de la prueba, ante la evidencia de que las que se pidan perjudiquen al acusado; o en donde no conviene recurrir dado el acierto indiscutible o la generosidad del fallador. Esos pueden ser también méritos de una buena defensa, y demostración de un comportamiento ético y serio de un buen abogado....- C.S.J. M.P. Dr. Ricardo Calvete Rangel – Radicación 13029 – 11-08-98.


� Tribunal Superior de Pereira, Sala de Decisión Penal. Sentencia de tutela de Julio 1 de 2004. M.P. Jorge Arturo Castaño Duque. 
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